ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / AUSENCIA DE DEFECTO FÁCTICO / DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE - No configuración / AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DEFECTUOSO FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
La decisión adoptada en segunda instancia por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, incurrió en los defectos fáctico y por desconocimiento del precedente alegados por el [actor], en vulneración de los derechos fundamentales invocados.(…) En el presente caso no se configuran los defectos alegados, pues el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca sí valoró la prueba correspondiente al desarchivo y reapertura de la investigación por la denuncia penal, por otro lado, también, analizó las diferentes providencias que emitieron las autoridades penales tanto en la investigación por el hurto del vehículo de propiedad del tutelante, como en la actuación por falsa denuncia seguida contra el [actor], pero la autoridad judicial accionada arribó a una conclusión diferente a la pretendida por el accionante, como fue que en presente caso, no existió el defectuoso funcionamiento de la administración judicial, toda vez que el tutelante al proceso ordinario no aportó prueba alguna para demostrar que hubiese sido sometido a moras o dilaciones injustificadas ni error judicial, pues la Fiscalía actuó de conformidad con las funciones y competencias que la ley procesal le ha asignado, lo que impidió configurar la responsabilidad extracontractual del Estado reclamada. Ahora, hay que tener presente que la misma providencia que el tutelante alegó como desconocida o mal interpretada, la Sección Tercera del Consejo de Estado, (…) al estudiar una demanda de reparación directa, donde se alegó el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia al haber operado la prescripción de la acción penal, revocó la condena impuesta en primera instancia Como se observa, el desconocimiento del precedente alegado no se configura, pues aplicó lo allí establecido al caso del [actor] pues la prescripción de la acción penal automáticamente no conlleva la responsabilidad del Estado por defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, pues la autoridad judicial administrativa debe analizar de cara al caso concreto varios aspectos para determinar la complejidad del asunto y el actuar de la entidad enjuiciada, (…) Así las cosas, no se configuraron los defectos alegados, en tanto la providencia objeto de cuestionamiento fue razonable y atendió a las pruebas recaudadas en el expediente y a la jurisprudencia aplicaba al caso concreto.
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Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL VALLE DEL CAUCA

Decide la Sala la acción constitucional presentada por el señor HEBERTH HERRERA QUEVEDO contra la providencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, dentro del proceso de reparación directa, con el radicado No. 76001-33-33-008-2013-00123-01, que promovió contra la Fiscalía General de la Nación (en adelante la Fiscalía) y la Rama Judicial, como consecuencia de la apertura contra él de una averiguación penal por el presunto delito de falsa denuncia.

Dicha autoridad judicial, en segunda instancia, revocó la sentencia del Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali y, en su lugar, negó las pretensiones de la demanda, al considerar que no están probados los elementos para estructurar el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia o el error judicial.

I. ANTECEDENTES

1. La tutela
El señor HERRERA QUEVEDO presentó acción de tutela el 12 de febrero de 2019,
 en la que solicitó el amparo de sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y a la buena fe, que consideró vulnerados por parte de la mencionada autoridad judicial, con la decisión dictada en segunda instancia, dentro del mencionado proceso de reparación directa.
1.1. Hechos de la acción 

La Sala resume los hechos relevantes de la tutela de la siguiente manera:

1.1.1. En octubre de 2006, el tutelante presentó denuncia por robo de un vehículo de su propiedad.

En enero de 2007, la Fiscalía 105 de la Unidad de Apoyo de Cali, luego de adelantar las averiguaciones del caso, con fundamento en un informe de policía judicial, procedió a archivar las diligencias aduciendo inexistencia del hecho y, en consecuencia, compulsó copias para el inicio de un proceso en contra del tutelante, por el delito de falsa denuncia.

En vista de lo anterior, la Fiscalía General de la Nación, a través de la Delegada Seccional 97 de la Unidad de Delitos contra la Administración Pública de Cali, el 18 de julio del 2007, formuló imputación de cargos al señor HERRERA QUEVEDO y el día 29 de abril del 2008, realizó la audiencia de formulación de acusación. Luego el 3 de julio de ese año, se celebró la audiencia preparatoria del juicio oral y el 12 de noviembre de 2009, se realizó la audiencia pública del juicio oral.

Posteriormente, el 25 de febrero de 2011, el Juzgado Octavo Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento, mediante auto interlocutorio No. 21, previa solicitud de la Fiscalía, decretó la preclusión de la actuación procesal por extinción de la acción penal, por prescripción de la misma.

También puso de presente, que el 10 de mayo del 2012, La Fiscalía 68 Delegada Seccional de Cali, informó a la Compañía Suramericana de Seguros la reapertura de la investigación penal radicada bajo la partida «7600160001932006-81585», es decir, aquella que se había iniciado por el delito de hurto calificado del automotor de propiedad del tutelante.

1.1.2. El señor HERRERA QUEVEDO, mediante apoderado judicial, con fundamento en los anteriores hechos, presentó demanda de reparación directa por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, el 21 de marzo de 2013, en la que fijó las siguientes pretensiones:

«Con fundamento en los anteriores hechos, en forma atenta y respetuosa solicito al señor (a) Juez, se sirva tener como pretensiones dentro de esta acción; las siguientes:

PRIMERA: Que se declare administrativamente responsable a la NACIÓN, representada a través de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y la RAMA JUDICIAL, de los perjuicios materiales y morales causados al demandante con ocasión de la injusta persecución penal a la que fue sometido el actor HEBERTH HERRERA QUEVEDO.

SEGUNDA: Como consecuencia de la anterior declaración; se solicita que se condene a la NACIÓN, representada a través de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y la RAMA JUDICIAL, al pago de los perjuicios que se identifican a favor del demandante, en el acápite denominado en esta acción; “Estimación de Perjuicios”.

(...)

3. ESTIMACIÓN DE PERJUICIOS

Previo a la cuantificación de los perjuicios y de conformidad con lo contemplado en el artículo 206 del Código General del Proceso, bajo la gravedad de juramento manifiesto a usted señor juez, que las pretensiones materiales solicitadas y señaladas seguidamente se han valorado de manera racional con base en el lucro cesante consolidado en el que incurrió mi representado. Conforme a la solicitud hecha en la segunda pretensión de esta demanda, en forma respetuosa se le solicita al señor Juez; que se sirva condenar a los demandados a pagar a favor del demandante al momento de proferir la correspondiente sentencia; la siguiente pretensión de perjuicios:

1. En la modalidad de daño material; la suma de Dieciséis Millones de Pesos (16’000.000oo).
2. En la modalidad de perjuicio moral; la suma de Cien Salarios Mínimos Mensuales Legales Vigentes es decir Cincuenta y Ocho Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($58.950.000oo)».

1.1.3. El Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali, con sentencia del 21 de julio de 2015, resolvió:

«PRIMERO: Declarar administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación - Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración Judicial - y Fiscalía General de la Nación de los perjuicios ocasionados con el defectuoso funcionamiento de administración de justicia padecido por el señor Heberth Herrera Quevedo, por las razones aquí expuestas.

SEGUNDO: Condénese a las parte accionadas al pago de perjuicios materiales en calidad de daño emergente a favor del señor Hebert Herrera Quevedo identificado con cedula de ciudadanía (…) la suma equivalente a $13.795.649 Trece millones setecientos noventa y cinco mil seiscientos cuarenta y nueve pesos m/cte.

TERCERO: Condénese a las accionadas, por concepto de perjuicio moral por los hechos puesto a consideración, conforme lo establece la parte motiva de la presente providencia, a favor del señor Heberth Herrera Quevedo, por concepto de perjuicios morales la suma de 30 Salarios Mínimos Mensuales Vigentes.

CUARTO: Condénese a la parte accionada al pago de costas, las cuales serán liquidadas por secretaria, tal como quedó estipulado en la parte motiva de esta providencia».

A partir del análisis del material probatorio allegado al proceso, la mencionada autoridad judicial encontró configurada la responsabilidad extracontractual del Estado, por defectuoso funcionamiento de administración de justicia, a raíz de la investigación penal llevada en contra del tutelante, aproximadamente por el término de cuatro años, tres meses, un día, acusando al señor HERRERA QUEVEDO, de una conducta típica, antijurídica y culpable bajo el delito de falsa denuncia, para finalmente decretar la preclusión de la investigación por prescripción de la acción penal, causándole una carga que no debía soportar.

1.1.4. Inconformes la Fiscalía y la Rama Judicial apelaron la decisión.

1.1.4.1. La Fiscalía solicitó revocar el fallo, al sostener que la entidad actuó de conformidad con las funciones que le fueron asignadas por la ley y aunque en este caso solicitó la declaratoria de preclusión por haber operado el fenómeno de la prescripción, no se configuró per se un defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, ya que, el señor HERRERA QUEVEDO bien pudo ejercer un papel más activo con el fin de buscar la declaratoria de inocencia, pero como no lo hizo se llegó a dicho fenómeno prescriptivo.

1.1.4.2. La Rama Judicial afirmó que no resultaba procedente la condena solidaria en este caso, pues dentro del proceso penal adelantado por la Fiscalía 105 de la Unidad de Estructura de Apoyo de Cali, no hubo ninguna intervención de dicha entidad y que dentro de las actuaciones adelantadas como consecuencia de la denuncia por el delito de falsa denuncia ante el Juzgado 8 Penal del Circuito Judicial de Cali, se presentaron inasistencias de testigos, las que dependían no sólo de la Fiscalía sino del mismo sindicado.

Finalmente, reiteró que en este caso debió prosperar la excepción interpuesta de «FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA», ya que los posibles perjuicios infligidos al actor, no fueron por su actuación, sino por las falencias tanto de la Fiscalía como del mismo interesado.
1.1.5. El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, con providencia del 14 de septiembre de 2018, revocó la anterior sentencia y, en su lugar, negó las pretensiones de la demanda, pues revisado el material probatorio y los argumentos de las apelaciones, concluyó que no existió el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, ni la existencia de algún error judicial, ya que no se configuraron los presupuestos que la jurisprudencia ha establecido para su ocurrencia.

1.2. Fundamentos de la tutela

El señor HERRERA QUEVEDO manifestó que en la providencia judicial que se cuestiona incurrió en los defectos:

1.2.1. Fáctico. En este punto expresó que el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca no tuvo en cuenta la reapertura de la investigación del hurto, la cual se constituye en una prueba elemental de la falta de idoneidad del acervo probatorio y de imposibilidad de prosperar del proceso penal llevado en su contra, el cual finalmente precluyó por la misma solicitud del ente acusador. 

En este punto, precisó que no es lógico imponerle a una persona que ha sido procesada por tantos años, para poder acceder a una reparación por el daño antijurídico ocasionado por el Estado, que deba renunciar a la prescripción de la acción, cuando esto sería equiparable a alargar la angustia, el daño al buen nombre, y los gastos económicos del proceso por decisión propia. Es decir, ninguna persona se sometería a tal decisión para lograr obtener una declaración judicial de responsabilidad estatal. Para sostener a partir de lo anterior, lo siguiente:

«Por tal motivo, es incoherente por parte de el {sic} Alto Tribunal, reprocharle a una persona en mi condición (sometido a una dilación procesal larga e injustificada) que debido a que no renuncié a la prescripción de la acción penal perdí la garantía de ser reparado por el Estado. 

La renuncia a la prescripción fue abordada por el Tribunal accionado, para llegar a una conclusión irrazonable, y es que al no renunciar a ella, no tenía derecho a ser reparado.

Además se adujo que el procesado o acusado debe ser lo suficientemente acucioso para no permitir la prescripción, cuando está absolutamente claro que quien debe cumplir con los términos de la actuación procesal penal son las autoridades públicas, quienes recolectan las pruebas, allegan los actos de imputación acusació {sic} fijan las fechas de audiencias etc. 

Finalmente, es importante resaltar que la sentencia del 14 de septiembre del 2018, se tomó con fundamento en un tipo de responsabilidad subjetiva a título de error judicial, sin embargo, la demanda se propuso indicando un tipo de responsabilidad objetiva a causa de una falla en el servicio por el defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia».
Insistió que la responsabilidad administrativa de las entidades demandadas en el proceso ordinario, por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, se demostró con las pruebas documentales arribadas del proceso penal, pues de ellas se evidencia el paso del tiempo y en lo prolongado de las actuaciones procesales (en el escrito realizó el siguiente cuadro):

	Fecha
	Autoridad
	Asunto

	30- enero-2007
	Fiscalía 105 Cali
	Ordena archivo denuncia por hurto y compulsa copias en mi contra por Falsa Denuncia. Paso de victima a victimario

	
	Fiscalía 97 Seccional Cali
	SPOA 7600160000002007-00028

	18-julio-2007
	Fiscalía 97 Seccional Cali
	Imputación de Cargos Falsa denuncia

	29 de Abril - 2008
	Fiscalía 97 Seccional Cali
	Formulación de Acusación

	3-Julio-2008
	Juzgado 8 penal del Cto Cali
	Audiencia Preparatoria

	12 -Nov-2009
	Juzgado 8 penal del Cto Cali
	Audiencia de Juicio Oral

	25-Nov-2011
	Juzgado 8 penal del Cto Cali
	Auto Interlocutorio 021, Preclusión Investigación Pena por Prescripción, solicitad por la Fiscalía.

	10-Mayo-2012
	Fiscalía General de la Nación
	Se ordena desarchivo y reinicio la investigación penal radicada bajo la partida 7600160001932006-81585


Pasó a explicar que, desde el 30 de enero de 2007 hasta el 25 de noviembre de 2011, la Fiscalía y la Rama Judicial a través del Juez Competente, lo tuvieron vinculado al proceso penal sin entrar a definir la responsabilidad penal o su absolución según el caso, es decir, 4 años y 10 meses aproximadamente en la que no fue posible proferir una sentencia, ni siquiera de primera instancia.

1.2.2. Desconocimiento del procedente. Frente a este defecto, expresó que a pesar de que el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, en su decisión, citó la sentencia del 9 de julio del 2018, de la Sección Tercera del Consejo de Estado, Subsección C, dentro del proceso con el radicado No. 25000-23-26-000-2004-01605-01 (40896), la cual de manera extensa explicaba lo referente a la configuración de la responsabilidad estatal en los casos de prescripción de los procesos, el Tribunal la desconoció o malinterpretó su contenido, cuando esta esgrime: «De igual modo, determino {sic} los requisitos para acreditar la existencia de una perdida {sic} de oportunidad como un verdadero daño antijurídico, veamos: (i) certeza respecto de la existencia de una oportunidad que se pierde, aunque la misma envuelva un componente aleatorio, lo cual significa que esta modalidad de daño da lugar a un resarcimiento a pesar de que el bien lesionado no tiene la entidad de un derecho subjetivo- pues se trata de un mero interés legítimo, de la frustración de una expectativa, sin que ello suponga que se trata de un daño puramente eventual, siempre y cuando se acredite un grado de certeza suficiente de que de no haber ocurrido el evento dañoso, la victima {sic} habría mantenido la expectativa de obtener la ganancia o de evitar el detrimento correspondiente»,
 a partir de lo cual, manifestó:

«Para el presente caso, se puede observar que aunque el fallador – Tribunal Accionado citó una parte ostensible de la jurisprudencia vigente, no tuvo en cuenta la aplicación de este punto, en donde se explicaba que “el bien no tenía la calidad de un derecho subjetivo” (el régimen que alegue en la demanda fue el objetivo); tampoco se tuvo en cuenta que la jurisprudencia bien señalaba que se debía demostrar la mera posibilidad de la expectativa, es decir, “certeza respecto de una oportunidad que se pierde, aunque la misma contenga un contenido aleatorio”, pues para el caso presente, si el proceso por un delito tan simple como lo es el de FALSA DENUNCA {sic} duró mas {sic} de cuatro años, es porque indefectiblemente no tenía fundamento para prosperar, o porque el ente acusador no estaba realizando con diligencia su función, o porque si las pruebas hubiesen aportado convencimiento y certeza no se hubiera extendido tanto tiempo, o sencillamente porque quienes son los encargados de adelantar el proceso y llegar a la sentencia definitiva, no cumplieron con los términos que establece razonablemente ley 906 de 2004».

De otro lado, trajo a colación la sentencia del 30 de junio de 2016, de la Sección Tercera del Consejo de Estado, Subsección A, M. P. Hernán Andrade Rincón, expediente No. 76001-23-31-000-2010-00785-01 (43963), en un caso muy similar, accedió a las pretensiones de la demandante, explicando:

«Se encuentra suficientemente acreditado en el presente caso que la señora C.L.H.C. fue procesada penalmente y, como consecuencia de ello, privada de su libertad -a pesar de no obrar prueba alguna sobre la fecha exacta en la que fue capturada-, la que recobró al revocarse la medida de detención preventiva impuesta en su contra. Posteriormente, el Juzgado Quinto Penal del Circuito Especializado de Cali declaró prescrita y extinta la acción penal a favor de C.L.H.C. En estas condiciones, estima la Sala que el presente asunto se enmarca en el régimen subjetivo de responsabilidad por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, dado el funcionamiento anormal del mismo en el marco del proceso penal adelantado en contra de la señora C.L.H.C., circunstancia particular que imponía a los operadores judiciales obrar con diligencia y celeridad, en aras de adoptar las decisiones pertinentes de - manera oportuna y sin desmedro de los derechos de la persona sindicada, que además se encontraba detenida, omisión que, como quedó visto, conllevó la ocurrencia de la prescripción de la acción penal. Como se expuso anteriormente, resulta necesario reiterar que la imputación de responsabilidad en estos casos -bien sea en aplicación del régimen objetivo o subjetivo-, de ninguna manera excluye la posibilidad de apreciar la existencia de algún supuesto de hecho en virtud del cual pudiera entenderse configurada una causal de exoneración, a saber: i) fuerza mayor, ii) hecho exclusivo de un tercero o iii) culpa exclusiva y determinante de la víctima. (...) la privación de la libertad de la señora C.L.H.C. configuró para ella y sus familiares un daño antijurídico, toda vez que no se hallaba en la obligación legal de soportar la limitación a su libertad, circunstancia que, necesariamente, comprometió la responsabilidad del Estado, en aplicación de lo previsto en el artículo 90 de la Carta Política».

Frente a la anterior providencia, precisó que si bien, en su caso no fue privado de la libertad, el fallador debió tener en cuenta que se le vinculó a una persecución penal, la cual tuvo que soportar por años.

Por último, expresó que el tribunal administrativo mencionado, vulneró el debido proceso,
 con la decisión judicial cuestionada que negó las pretensiones de la demanda, bajo el argumento, entre otros, que debía renunciar a la prescripción penal, frente a lo cual manifestó que dicha «situación asombra en la argumentación de un Tribunal Contencioso, pues tal consideración en realidad estaría dejando sin fuerza vinculante la tesis jurisprudencial según la cual la prescripción penal, si genera responsabilidad estatal».

1.3. Pretensión constitucional

En la presente acción el tutelante solicitó:

«Primera- Se protejan mis derechos fundamentales a la Igualdad {sic}, Debido Proceso {sic}, y Buena Fe {sic}, vulnerados por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle en la sentencia del 14 de septiembre del 2018 emitida por la Sala Cuarta de Decisión, proceso radicado 76001-33-33-008-2013-00123-01, de conformidad con lo expuesto.

Segunda- Como consecuencia de lo anterior y conforme al análisis Constitucional {sic} y los precedentes, se ordene al Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, que en un término perentorio fijado por la sección correspondiente, dicho Despacho Judicial, profiera una nueva decisión de segunda instancia, teniendo en cuenta la prueba documental y testimonial arrimada a la actuación, así como el precedente jurisprudencial, de manera integral, y permitiendo la indemnización integral frente a perjuicios antijurídicos ocasionados por la Administración de Justicia conforme al título de imputación genérico que consagra el Artículo 90 Constitucional {sic} según el cual, cuando la Administración de Justicia prolonga un proceso penal en tal proporción que el mismo termina por prescripción de la acción penal, quien es sometido a dicho proceso, largo y sin definición de responsabilidad Penal {sic}, no puede ser obligado a soportar la carga púbica de consolidar en su dignidad una mancha de su reputación y buen nombre y menos que sus gastos de honorarios profesionales, queden sin ser reparados. 

Tercera- Ordenar cumplir el fallo so pena de desacato».

2. Trámite de instancia
La Magistrada ponente, mediante auto de 14 de febrero de 2019, admitió la tutela y ordenó notificar como demandados a los Magistrados del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca.

De igual manera dispuso vincular al Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali; a la Fiscalía General de la Nación y la Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, por tener interés en el proceso.

3. Intervenciones

Remitidas las misivas del caso,
 se presentaron las siguientes:

3.1. La Fiscalía General de la Nación
Al intervenir solicitó declarar la improcedencia del mecanismo constitucional, al sostener que la parte accionante no argumentó adecuadamente los defectos fáctico y por desconocimiento del precedente invocados como causales específicas de procedibilidad para que la acción de tutela sea procedente.

Finalmente, afirmó que lo pretendido por el accionante es convertir un mecanismo subsidiario y residual como es la tutela, en una instancia adicional, situación que en sí misma genera su improcedencia.

3.2. La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

Al intervenir, a través de la Seccional de Cali, solicitó, por un lado, negar el amparo deprecado al considerar que el mecanismo constitucional es improcedente, al no cumplirse con los requisitos previstos en la jurisprudencia constitucional y dado que los argumentos esgrimidos en la tutela son los que se discutieron en el trámite del proceso ordinario, los cuales fueron debidamente estudiados y motivados por el juez de primera instancia y los jueces colegiados, en la segunda.

Por el otro, requirió la desvinculación de la entidad, en razón a que frente a las decisiones de los jueces no tienen injerencia alguna, quienes actuaron conforme a la Constitución, la ley y, en especial, a la Ley 270 de 1996. 

II.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia
Esta Sala es competente para conocer de la acción de tutela presentada por el señor HERRERA QUEVEDO, de conformidad con lo dispuesto por el Decreto No. 2591 de 1991, el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto No. 1069 de 2015 y el Decreto No. 1983 de 2017.

2. Cuestiones previas

2.1. La desvinculación

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial al intervenir en el trámite de instancia, solicitó ser desvinculada, pues en el presente caso se cuestionó la providencia dictada en segunda instancia, por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, dentro del mencionado proceso de reparación directa, sobre la cual no tiene injerencia alguna.

Esta Sala de Decisión negará tal reclamo, toda vez que su vinculación al presente proceso fue en calidad de tercera con interés, por haber sido parte en el proceso ordinario y no calidad de entidad accionada.

2.2. Corrección de nombre

Revisado el sistema de gestión de la entidad y la carátula del expediente, observa la Sala que el nombre del tutelante está indebidamente registrado, pues quedó como HELBERTH cuando lo correcto es HEBERTH, motivo por el cual, se ordenará a la Secretaria General de la Corporación realizar las correcciones del caso.
3. Asunto bajo análisis

De acuerdo con los antecedentes de la acción de tutela, las intervenciones y el proceso ordinario allegado en calidad de préstamo, corresponde a la Sala determinar:

i. Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales;

ii. Superado lo anterior, se estudiará si la decisión adoptada en segunda instancia por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, incurrió en los defectos fáctico y por desconocimiento del precedente alegados por el señor HERRERA QUEVEDO, en vulneración de los derechos fundamentales invocados.
4. Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
Esta Sección, mayoritariamente,
 venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

«De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente».
 Énfasis propio.

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los «fijados hasta el momento jurisprudencialmente».
Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014,
 la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 de la Constitución Política y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, se debe verificar que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, el agotamiento de los mecanismos judiciales, ordinarios y extraordinarios de defensa, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una «tercera instancia» que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural.

5. Examen de los requisitos: Procedencia adjetiva
5.1. Tutela contra Tutela
La Sala no encuentra reparo alguno frente a este requisito, pues a través de la presente acción constitucional se cuestiona la decisión adoptada en segunda instancia, por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, dentro del proceso de reparación directa ya mencionado.
5.2. Inmediatez
Para este juez constitucional la presente tutela se ejerció en un término razonable, toda vez que la decisión cuestionada quedó ejecutoriada el 24 de septiembre de 2018,
 y la acción constitucional se radicó el 12 de febrero de 2019.

5.3. Subsidiariedad
Finalmente, la Sala encuentra que, en el presente caso, se supera este requisito adjetivo, pues el señor HERRERA QUEVEDO no dispone de otros medios de defensa judicial ordinarios para cuestionar la sentencia proferida en segunda instancia. 

Y los mecanismos extraordinarios, establecidos no proceden, por no cumplirse con los presupuestos de los artículos 248 y 257 de la Ley 1437 de 2011.

6. Fondo del asunto
La Sala, estudiará conjuntamente los defectos alegados pues están estrechamente ligados, como pasa a explicarse.
En cuanto al defecto fáctico esta Sección ha indicado que se configura en ciertos eventos y ante el cumplimiento de algunas cargas por parte del tutelante. Por ello, resulta oportuno poner de presente las reglas que sobre el particular decantó la Sala en sentencia del 11 de febrero de 2016, dentro del radicado No. 11001-03-15-000-2015-03442-00, cuando señaló:

«Esta Sala de Sección en decisión del 12 de noviembre del 2015
 precisó los alcances y requisitos que deben atenderse al momento de alegarse la ocurrencia de un defecto fáctico en una providencia judicial, los cuales son traídos a colación en la presente decisión:

Los eventos de configuración del defecto fáctico son: i) omisión de decretar o practicar pruebas indispensables para fallar el asunto; ii) desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes; iii) valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas; y iv) dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso, los cuales tienen las siguientes características:

	Evento
	Características

	Omisión de decreto y práctica de pruebas indispensables para fallar el asunto


	Se da cuando la parte, con el fin de probar los hechos que alega, solicita al juez el decreto de una prueba relevante para resolver el problema jurídico sometido a consideración, y ésta fue negada; ello sin desconocer la facultad del juez ordinario de negar pruebas que no atiendan los requisitos de conducencia, pertinencia e idoneidad. Así las cosas, es importante considerar que no toda negativa a un decreto de pruebas abre la posibilidad a la configuración del defecto, ya que éste procederá cuando se rechace el decreto y práctica de la prueba que, solicitada oportunamente, no cumpla con los parámetros arriba señalados.

De esta manera, se requiere:

a) Que la parte identifique el elemento probatorio que solicitó

b) Que la parte demuestre que lo solicitó en oportunidad legal

c) Se expongan las razones por la cuales la prueba solicitada era conducente, pertinente o idónea.

d) Señalar de manera razonada la razón por la cual, de haberse decretado la prueba, el sentido de la decisión hubiere sido otro.

	Desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes
	Se presenta cuando, obrando los elementos de convicción en el expediente, y estos resultan decisivos frente a los hechos que se pretenden probar, éstos no son tenidos en cuenta por el fallador ordinario. En este punto, se requiere que de forma específica, se concrete en el escrito de amparo, cuales pruebas, aportadas oportuna y legalmente, fueron desconocidas por el juez.

Así las cosas, se configura siempre que:

a) Se identifiquen los elementos de prueba no valorados por el juez.

b) Se demuestre que éstos fueron aportados en forma legal y oportunamente al proceso

c) Señale las razones por las cuales eran relevantes para la decisión

d) Se precise, razonadamente, la incidencia de los mismos para variar el sentido del fallo.

	Valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas


	Procede cuando, a la luz de los postulados de la sana crítica, la apreciación efectuada por el fallador, resulta manifiestamente equivocada o arbitraria, y por ello, el peso otorgado a la prueba se entiende alterado.

Se requiere entonces que:

a) La parte precise cuál o cuáles de las pruebas fueron objeto de indebida valoración por el juez

b) La razón del por qué, en cada caso en particular, la consideración del operador judicial se aleja de las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica.

El segundo de los elementos señalados, resulta de vital importancia, pues es claro que un sencillo desacuerdo en relación con la conclusión a la cual arribó el juez de instancia, en ninguna manera puede ser razón para ordenar el amparo constitucional por este aspecto. Aceptar lo contrario, implicaría una sustitución arbitraria del juez natural.

	Dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso


	Refiere al supuesto cuando el fallador de instancia decide el asunto con base en pruebas que no observaron los requisitos legales para su producción o introducción al proceso. Así las cosas, el juez no ignora la prueba ni se equivoca en su apreciación, pero yerra al haberla tenido en cuenta para decidir el problema jurídico que le fue planteado, al ser ésta una prueba que desconoce el debido proceso de las partes.

Para su configuración corresponde:

a) Señalar con claridad los elementos probatorios aportados con violación al artículo 29 constitucional.

b) Exponer las razones que sustentan dicha vulneración.

c) Demostrar que estos elementos de convicción fueron el sustento de la decisión.


Como se ve en los elementos señalados, la parte accionante debe precisar mínimamente en su escrito el cargo que plantea, para demostrar no solo la configuración del defecto, sino también, su incidencia en la decisión judicial.

Lo anterior se suma a la exigencia de una carga argumentativa razonable para lograr la prosperidad del cargo, toda vez que, en el caso de una tutela contra una providencia judicial, están en juego valores importantes para el ordenamiento jurídico, como lo son la cosa juzgada y los derivados de los artículos 1º, 2º, 4º, 5º y 6º de la Constitución.

Así mismo, debe ser cuidadoso el interesado al formular el cargo, en la medida en que los supuestos de hecho hasta aquí mencionados, se excluyen entre sí, de tal manera que no será posible alegar uno y otro respecto de una misma prueba, como suele ocurrir, pues además de ser desacertado, genera confusión al fallador».

En el presente caso y como se estableció en los antecedentes de esta acción, el señor HERRERA QUEVEDO cumplió con las cargas para abordar el estudio del presente defecto, pues expresó los argumentos por los cuales consideró que el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, erró en la valoración de las pruebas, por un lado, al considerar que no valoró el hecho de que luego de declarar la prescripción de la acción penal que le iniciaron por el presunto delito de falsa denuncia, la propia Fiscalía abrió nuevamente la investigación por la denuncia por hurto del vehículo y, por el otro, se aportaron la pruebas para demostrar los elementos del defectuoso funcionamiento de la administración de justicia (ver folio 5, cuadro), de las cuales se evidencia el paso del tiempo y en lo prolongado de las actuaciones procesales, sin definir su responsabilidad penal, lo que a su juicio llevó al desconocimiento de los precedente invocados en el presente mecanismo constitucional.
Frente a ese planteamiento técnicamente presentado corresponde a la Sala verificar la valoración probatoria de la providencia proferida por el Tribunal Administrativo cuestionado.

A partir de los argumentos de las apelaciones presentadas por las entidades condenadas, el Tribunal accionado fijó el siguiente problema jurídico a resolver:

«En esta instancia la controversia se contrae a definir si tal como lo sostuvo el A Quo {sic} en el fallo recurrido, en este caso se presentó un defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, al tramitar una investigación penal por el delito de falsa denuncia contra el señor HEBERTH HERRERA QUEVEDO, a solicitud de la Fiscalía el 24 de octubre de 2006, para finalizar con la declaratoria de preclusión por la prescripción de la acción penal, mediante providencia del 25 de febrero de 2011; término excesivamente largo, lo que demuestra con amplitud el fenómeno indicado; o si por el contrario, tal como lo sostiene la FISCALÍA la demora de un proceso penal no siempre configura una defectuoso funcionamiento, y más aún cuando también existió negligencia de parte del sindicado, al asumir una conducta pasiva durante toda la actuación.

Igualmente deberá determinarse si tal como lo alega la RAMA JUDICIAL, en su caso, existió una falta de legitimación en la causa por pasiva».
A partir de lo anterior, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca realizó una exposición del régimen de responsabilidad aplicable, como lo es el del defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, a la luz de la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado y también hizo alusión a los elementos del error judicial.

Luego fijó un capítulo que denominó «HECHOS PROBADOS», en el cual explicó que de la documentación allegada al plenario, se estableció que el 30 de enero de 2007, la Fiscal 105 de la Unidad de Estructura de Apoyo formuló denuncia penal contra el señor HERRERA QUEVEDO, por el delito de falsa denuncia, al informar en su noticia criminal del 24 de octubre de 2006, le había sido hurtado el vehículo de su propiedad de marca CHEVROLET ASTRA, de color blanco, de placas CEU 153, el día 23 de ese mes y año, en la vía pública, cuando se logró establecer de las pesquisas adelantadas, que el día 3 de octubre de 2006, se estaba ofreciendo dentro de una negociación con un sujeto conocido con el alias de «LUCHO» para que fuera reducido, por una suma de $1.800.000, con el fin de ser cobrada la póliza respectiva ante una aseguradora. Como así se hizo. Entregándose el vehículo al citado alias «LUCHO» con fecha 23 de octubre de ese año y reportado el supuesto hurto al día siguiente.

En la mencionada providencia se ordenó el archivo de la investigación por el hurto y se formuló querella por el delito de falsa denuncia contra el tutelante, y se compulsaron copias de la actuación al Consejo Superior de la Judicatura para que se establezca la existencia de alguna falta disciplinaria en su calidad de abogado.

Puso de presente que el Juzgado Octavo Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento, mediante el auto interlocutorio No. 21 del 25 de febrero de 2011, decretó la preclusión de la investigación en favor del señor HERRERA QUEVEDO por el delito de falsa denuncia dentro del proceso que se adelantaba en su contra, por haber operado el fenómeno de la prescripción de la acción penal. Precisó que en la parte motiva se advirtió que mediante audiencia preliminar ante el Juzgado Dieciocho Penal Municipal de Cali con Funciones de Control de Garantías de 18 de julio de 2007, se le formuló imputación por parte de la Fiscalía 76 Seccional, cargos que no fueron aceptados por éste.

En relación con lo anterior, aclaró que la Fiscalía 97 Seccional solicitó a ese despacho judicial que se decretara la preclusión de la investigación por el delito de falsa denuncia a favor del imputado, fundamentándose en lo dispuesto en el numeral 1º (imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal) del artículo 332 del CPP, para lo cual la providencia razona que como para el delito investigado, la pena privativa de la libertad es de tres años, según lo dispone el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, entonces el término de prescripción sería contado desde la fecha de la imputación esto es, desde el 18 de julio de 2007, pero como la misma norma indica que, no puede ser inferior a tres años, entonces debe tenerse como término de prescripción dicho tiempo, por lo que la acción quedó prescrita el 18 de julio de 2010. Contra dicha decisión, no fue interpuesto ningún recurso por parte del representante judicial del señor HERRERA QUEVEDO.

Está acreditado en el proceso, que el 12 de julio de 2011, el tutelante, presentó escrito a la Fiscal Seccional 105 de la Unidad de Estructura de Apoyo de la Fiscalía, donde solicitó el desarchivo de las diligencias que fueron archivadas del proceso que se adelantaba en virtud de su denuncia penal por la comisión del delito de hurto calificado, con el fin de que se reanude la investigación respectiva. Dicha solicitud se fundamentó en la orden de preclusión de la acción penal, adoptada por el Juzgado Octavo penal del Circuito, que se adelantaba en su contra por el delito de falsa denuncia.

La anterior solicitud fue resuelta por la Fiscalía Seccional 105, el 5 de septiembre de 2011, en forma negativa, al considerar que no se aportaban nuevos elementos materiales que permitan la reanudación de la investigación archivada, motivo por el cual se dispone nuevamente el archivo de las diligencias.

El 6 de febrero de 2012, ante la Fiscalía Seccional 105, el señor HERRERA QUEVEDO solicitó nuevamente el desarchivo de las diligencias a las que se ha hecho referencia, petición que fue resuelta en forma favorable mediante orden de fecha 15 de febrero de 2012 y repartida al Fiscal 68 Seccional, previa aceptación del impedimento presentado por el anterior Fiscal Seccional 105.

Finalmente, el Tribunal Administrativo en el capítulo de hechos probados, advirtió que, ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Descongestión de Cali, se adelanta el proceso ordinario de responsabilidad civil contractual No. 2013-00076-00 donde figura como demandada la Compañía de Seguros Suramericana con ocasión del hurto del vehículo de propiedad del señor HERRERA QUEVEDO.

Con base en lo probado en el proceso, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca entró a resolver el caso concreto, para lo cual, consideró lo siguiente:

«En esta instancia la Sentencia {sic} recurrida será revocada, por cuanto, al contrario de lo sostenido por el A Quo {sic}, en este caso no le asiste responsabilidad a las demandadas por los perjuicios cuya reparación solicita el actor, ni por defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, ni por la existencia de algún error judicial, ya que no se configuraron los presupuestos que la jurisprudencia ha establecido para su ocurrencia.

En efecto, pues aunque ciertamente la denuncia formulada por el señor HEBERTH HERRERA QUEVEDO por el hurto de su vehículo automotor, no tuvo prosperidad alguna, sin embargo, no puede afirmarse que la actuación de la FISCALIA {sic} para adelantar la acción respectiva hubiera sido ilegítima o desproporcionada al decidir archivar las diligencias y en su reemplazo, disponer la apertura de una investigación en su contra por el delito de FALSA DENUNCIA, ya que aquella actuó de conformidad con las funciones y competencias que la ley procesal le ha asignado, y en este caso, los hallazgos probatorios recaudados permitían avizorar una probable responsabilidad de aquel en la pérdida del bien denunciado como hurtado.

Ahora bien, si la aludida investigación no pudo culminar en la emisión de un fallo definitivo de declaratoria de responsabilidad penal del denunciado, ocurriendo primero la prescripción de la acción, es una situación que no permite deducir consecuencialmente una arbitrariedad o ilegitimidad de parte de la FISCALIA {sic}, pues su actuación se surtió de conformidad con las facultades que la ley sustantiva y procesal le han encomendado tendiente a la identificación de la conducta delictual denunciada, así como para la identificación plena de su autor. Así mismo, por cuanto, dentro de tales diligencias el señor HERRERA QUEVEDO, fueron respetados plenamente sus derechos a la defensa y al debido proceso, permitiéndosele actuar dentro de las mismas, pidiendo pruebas y controvertirlas, así como presentando los argumentos suficientes para desvirtuar las imputaciones que formuló en su contra la autoridad investigativa.

De suerte que la declaratoria de prescripción de la acción penal que se adelantaba contra el citado señor HERRERA por el delito de FALSA DENUNCIA, no representó una pérdida de oportunidad para el cobro de la indemnización por el hurto del vehículo de su propiedad, en desarrollo de la póliza de garantía respectiva a la Aseguradora, ya que para el efecto, bien podía solicitar el desarchivo de las diligencias que se adelantaron por la FISCALIA {sic} con ocasión de la denuncia formulada por aquel con ocasión del HURTO CALIFICADO del que aseguró ser víctima, de conformidad con lo establecido en el artículo 79 del Código de Procedimiento Penal, tal como así lo solicitó el actor, y aunque fue negada inicialmente su petición y posteriormente atendida favorablemente, no por ello, se puede sostener que existió un defectuoso funcionamiento que haga viable la reclamación formulada en su demanda, ya que para el éxito de su petición debía demostrar la existencia de nuevas condiciones, las que por supuesto las constituían los pormenores del expediente que comprendía las diligencias adelantadas con ocasión de la denuncia a la que se ha hecho mención por FALSA DENUNCIA formulada por la FISCALIA {sic}, la que como se anotó arriba fue presentada dentro del marco de competencias atribuidas por el legislador a este órgano investigador, y si bien no resultó próspera no puede aducirse que ese resultado también constituye el fenómeno en referencia, en razón a que la decisión de preclusión le favoreció indiscutiblemente al actor, al punto que ella le sirvió para formular la solicitud de desarchivo de la investigación que por HURTO se adelantó inicialmente.

De otra parte, pese a que la decisión de preclusión por prescripción de la acción resultaba favorable a los intereses del señor HERRERA QUEVEDO, también podía pensarse que hubiese sido mejor que se hubiera emitido una decisión de fondo, mediante la cual se le declarara inocente del delito que se le imputaba por FALSA DENUNCIA, sin embargo, es claro que el afectado bien pudo renunciar a la prescripción, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo del artículo 78 del Código de Procedimiento Penal, pero no lo hizo, razón por la cual no puede tampoco predicarse la existencia de algún error judicial en la aludida providencia preclusoria, además porque no se reúnen tampoco los requisitos previstos en la ley {sic} 270 de 1996 y en la jurisprudencia para su configuración.

Finalmente, en cuanto a la razón en la que apoya su decisión el A Quo {sic}, referida a la existencia de una dilación del proceso penal adelantado contra el actor, por un espacio de tiempo que aunque no lo califica como extenso, sus argumentos permiten deducir que si lo considera excesivo, y por tanto configurativo de un defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, pues no se compadece con el resultado final del proceso, frente a la carga que debió soportar el investigado, debe anotar la Sala que no le asiste razón a aquel en su consideración por ser de toda suerte desacertada.

En efecto, pues tal como ha sido establecido por la jurisprudencia para llegar a esa conclusión, debían tenerse para el análisis respectivo varios factores, tales como, la ausencia de complejidad del caso, la carga laboral del Juzgado, y el comportamiento de las partes durante el proceso, aspectos que no fueron objeto de estudio y consideración por parte de la providencia recurrida, limitándose a aseverar que el tiempo de duración de la investigación por espacio de 4 años, tres meses y un día para llegar a declarar una prescripción, permitía concluir que fue una carga que no debía soportar el señor HERRERA QUEVEDO. La falencia anotada, sugiere a la Sala que la decisión carece de sustento y por tanto, amerita ser revocada en esta instancia; pero en desarrollo del principio Iura Novit Curia, puede concluirse que el mencionado fenómeno no se configura, no sólo porque el imputado bien podía renunciar a la prescripción, sino además porque no aportó ningún medio probatorio que permitiera deducir que su caso se sometió a moras o dilaciones injustificadas».

Para la Sala de la lectura de las anteriores consideraciones es claro que en el presente caso no se configuran los defectos alegados, pues el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca sí valoró la prueba correspondiente al desarchivo y reapertura de la investigación por la denuncia penal, por otro lado, también, analizó las diferentes providencias que emitieron las autoridades penales tanto en la investigación por el hurto del vehículo de propiedad del tutelante, como en la actuación por falsa denuncia seguida contra el señor HERRERA QUEVEDO, pero la autoridad judicial accionada arribó a una conclusión diferente a la pretendida por el accionante, como fue que en presente caso, no existió el defectuoso funcionamiento de la administración judicial, toda vez que el tutelante al proceso ordinario no aportó prueba alguna para demostrar que hubiese sido sometido a moras o dilaciones injustificadas ni error judicial, pues la Fiscalía actuó de conformidad con las funciones y competencias que la ley procesal le ha asignado, lo que impidió configurar la responsabilidad extracontractual del Estado reclamada.

Ahora, hay que tener presente que la misma providencia que el tutelante alegó como desconocida o mal interpretada, la Sección Tercera del Consejo de Estado, Subsección C, dentro del proceso con el radicado No. 25000-23-26-000-2004-01605-01 (40896), al estudiar una demanda de reparación directa, donde se alegó el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia al haber operado la prescripción de la acción penal, revocó la condena impuesta en primera instancia, al explicar:
«De lo expuesto se desprende que la Fiscalía General de la Nación incumplió el término de instrucción. Aun así, la inobservancia de términos no conduce por sí sola a la declaratoria de responsabilidad por defectuoso funcionamiento de la administración de justicia. Esta Corporación manifestó de antaño que el estudio de la dilación de un proceso impone determinar si el retardo fue injustificado, conclusión a la que se llega luego de establecer la complejidad del asunto, el comportamiento del recurrente, la forma como fue llevado el caso, el volumen de trabajo que tenía el despacho de conocimiento y los estándares de funcionamiento, es decir, el promedio de duración de los procesos similares al reputado como moroso, veamos
:

De conformidad con la doctrina sentada por la Corte Constitucional, la mora judicial que configura vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, se caracteriza por “(i) el incumplimiento de los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación por parte del funcionario competente, (ii) la falta de motivo razonable y prueba de que la demora es debida a circunstancias que no puede contrarrestar y directamente relacionada con el punto anterior, (iii) la omisión en el cumplimiento de sus funciones por parte del trabajador, debida a la negligencia y desidia respecto de sus obligaciones en el trámite de los procesos. Ahora bien otra conclusión que se puede inferir de la jurisprudencia constitucional es la diferenciación que hace entre incumplimiento de los términos originada en la desatención injustificada del funcionario de sus deberes y la existencia de una sobre carga de trabajo sistemática en algunos los despachos, que hace prácticamente imposible el respeto estricto de los términos judiciales
”.

La Sección Tercera, por su parte, en sentencia del 3 de febrero de 2010
, precisó que para resolver si en un caso concreto hay lugar a la responsabilidad del Estado por fallas en la administración de justicia derivadas del retardo en adoptar decisiones, debe decidirse si ese retardo estuvo o no justificado, conclusión a la cual se llegará luego de señalar la complejidad del asunto, el comportamiento del recurrente, la forma como haya sido llevado el caso, el volumen de trabajo que tenga el despacho de conocimiento y los estándares de funcionamiento, que no están referidos a los términos que se señalan en la ley, sino al promedio de duración de los procesos del tipo por el que se demanda la mora, ya que este es un asunto que hay que tratar no desde un Estado ideal sino desde la propia realidad de una administración de justicia con problemas de congestión, derivados de una demanda que supera la limitación de recursos humanos y materiales disponibles para atenderla
».

Como se observa, el desconocimiento del precedente alegado no se configura, pues aplicó lo allí establecido al caso del señor HERRERA QUEVEDO, pues la prescripción de la acción penal automáticamente no conlleva la responsabilidad del Estado por defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, pues la autoridad judicial administrativa debe analizar de cara al caso concreto varios aspectos para determinar la complejidad del asunto y el actuar de la entidad enjuiciada, en voces de órgano de cierre especializado en la materia, se debe mirar «la forma como fue llevado el caso, el volumen de trabajo que tenía el despacho de conocimiento y los estándares de funcionamiento, es decir, el promedio de duración de los procesos similares al reputado como moroso».

Con fundamento en lo anterior, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca reprochó que dichos aspectos no fueran analizados por el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali.

Hecho el estudio correspondiente y analizado en conjunto el material probatorio, el mencionado Tribunal Administrativo consideró que el tutelante no aportó ningún medio probatorio que permitiera deducir que su caso se sometió a moras o dilaciones injustificadas, que permitieran configurar el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia alegado por el señor HERRERA QUEVEDO.
Ahora bien, tampoco se desconoció la sentencia del 30 de junio de 2016, de la Sección Tercera del Consejo de Estado, Subsección A, M. P. Hernán Andrade Rincón, expediente No. 76001-23-31-000-2010-00785-01 (43963), pues en este proceso se demostró el «funcionamiento anormal del mismo en el marco del proceso penal adelantado en contra de la señora C.L.H.C.», lo que no ocurrió en del tutelante, como ya se explicó, pues el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca negó las pretensiones, precisamente porque el interesado «no aportó ningún medio probatorio que permitiera deducir que su caso se sometió a moras o dilaciones injustificadas».

Por último, de lo explicado por este juez constitucional, encuentra que la revocatoria de fallo de primera instancia, no se soportó en lo que el tutelante denominó como culpa exclusiva de la víctima, pues el argumento que este podía haber renunciado a la prescripción de la acción penal para lograr demostrar su inocencia plena, fue un dicho de paso dentro de las consideraciones del fallo cuestionado, pues el fundamento de este fueron, principalmente, que la Fiscalía actúo en cumplimiento de un deber legal (por lo que se no dio el error judicial) y que el tutelante no aportó prueba alguna para demostrar que su caso se sometió a moras o dilaciones injustificadas (defectuoso funcionamiento de la administración de justicia), como acaba de explicarse.
Así las cosas, no se configuraron los defectos alegados, en tanto la providencia objeto de cuestionamiento fue razonable y atendió a las pruebas recaudadas en el expediente y a la jurisprudencia aplicaba al caso concreto, por lo que más que advertirse los yerros propuestos, se observa un inconformismo de la parte actora con el fallo adverso a sus pretensiones, de manera que es el caso destacar que la presente acción de tutela no es el mecanismo judicial procedente para reabrir un debate de instancia, caso contrario en el cual se comprometería la autonomía del juez natural.
Por los anteriores argumentos, esta Sala de Decisión negará el amparo deprecado.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:

PRIMERO: Negar la solicitud de desvinculación propuesta por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, de acuerdo con lo expresado en este proveído.
SEGUNDO: Negar el amparo deprecado por el señor HEBERTH HERRERA QUEVEDO, de conformidad con la parte motiva de la presente decisión.
TERCERO: Notificar a las partes según lo establecido por el artículo 30 del Decreto No. 2591 de 1991.

CUARTO: Ordenar a la Secretaria General de la Corporación la corrección del nombre del tutelante, pues este es HEBERTH y no HELBERTH, lo que se deberá hacer tanto en la carátula del expediente como el sistema de gestión de la entidad.
QUINTO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, enviar el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, de conformidad con lo establecido por el artículo 31 del Decreto No. 2591 de 1991.
SEXTO: Devolver el expediente allegado en calidad de préstamo.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ

Magistrada

ALBERTO YEPES BARREIRO
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Magistrado
� Fls. 1 – 20.


� Fls. 31 – 45. C. 1 del expediente ordinario allegado en calidad de préstamo (en lo sucesivo Exp. Ord.).


� Énfasis del original.


� Fls. 148 – 159. C. 2. Exp. Ord.


� Énfasis del original.


� Fls. 167 – 176 y 177 - 179. C. 2. Exp. Ord.


� Fls. 229 – 242. Idem.


� Negrilla del original.


� Cursiva del original.


� Resaltado del original.


� En la tutela encabezó este argumento «NO EXISTIÓ LA DEMOSTRACIÓN DE CULPA DE LA VÍCTIMA».


� Énfasis de la Sala.


� Fls. 81 – 82.


� Fls. 83 - 92.


� Fls. 95– 98.


� Fls. 100 – 101.


� Sobre el particular, el Magistrado Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Magistrada Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001-03-15-000-2011-00546-01, accionante: Oscar Enrique Forero Nontien y accionados: Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B y otro.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Rad. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actor: Nery Germania Álvarez Bello. Magistrada Ponente: María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: «DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia».


� Sala Plena. Consejo de Estado. Rad. No. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actor: Nery Germania Álvarez Bello. Magistrada Ponente: María Elizabeth García González.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Magistrado Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Fl. 250. C. 2. Exp. Ord. Constancia de Secretaría del Tribunal.


� Fl. 1.


� «Radicación No. 11001-03-15-000-2015-01471-01, Accionante: Jaime Rodríguez Forero; Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”. Magistrada Ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez».


� Énfasis del original


� «Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 30 de octubre de 2013, rad. 30.495».


� «T-1249 de 2004».


� «Expediente 17293, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, criterio jurisprudencial expuesto en sentencia del 11 de mayo de 2011, expediente 22322, de la misma magistrada y 4 de junio de 2008, expediente 14721, C.P. Ramiro Saavedra Becerra».


� «“Se ha dicho que al Estado se le deben exigir los medios que corresponden a su realidad, haciendo caso omiso de las utopías y de la concepción ideal del Estado perfecto, omnipotente y omnipresente. A esto se ha llamado la teoría de la relatividad del servicio, a fin de no pedir más de lo posible, pero con la misma lógica debe concluirse que el Estado debe todo cuanto esté a su alcance”. Sentencia de 15 de febrero de 1996, M.P. Jesús María Carrillo Ballesteros, expediente 9940».





